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Señor 
JUEZ SEPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE SINCELEJO (SUCRE). 
E.                S.              D. 
 
 

PROCESO: EJECUTIVO (Laboral) 

RADICACION: No. 70-001-33-33-007-2021-00023-00 

EJECUTANTE: RAFAEL EDUARDO SIERRA NARVAEZ 

EJECUTADO: CONTRALORIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DE SUCRE 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICION. 
 

 

                                 I. IDENTIFICACION DE LAS PARTES 

RAFAEL ALFONSO HERNANDEZ VERGARA, mayor de edad, domiciliado y 

residente en el Municipio de Sincelejo, identificado con la cédula de ciudadanía Nº 

92.530.170 de Sincelejo, obrando en mi calidad de apoderado judicial de la 

Contraloría General del Departamento de Sucre, Ejecutado en el proceso de la 

referencia, manifiesto a usted respetuosamente que presento recurso de reposición 

contra el auto de mandamiento de pago de fecha 15 de julio de 2021, para que se 

hagan las siguientes: 

II. DECLARACIONES 

Me permito proponer las siguientes:   

EXCEPCIONES  

 

1.  INEXISTINCIA E INEXIGIBILIDAD DE LA OBLIGACIÓN.  

Me permito sustentar la siguiente excepción en los siguientes términos: 

En la sentencia de primera instancia el Juzgado Tercero administrativo de 

Descongestión del Circuito de Sincelejo, profirió sentencia condenatoria contra la 

Contraloría General del Departamento de Sucre, el 31 de octubre de 2013, en 

dicha sentencia el numeral “SEXTO” se ordenó siguiente: 

        “… SEXTO: El valor adeudado hasta la fecha de ejecutoria de esta providencia, será 

ajustado en los términos del artículo 178 del Código Contencioso Administrativo, dando 

aplicación a la siguiente formula”. 

Y en el numeral “SEPTIMO” se indicó: 

“…SEPTIMO: Dichas sumas devengaran intereses moratorios, de conformidad con el 

inciso final del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo”.  

Decisión que fue apelada y en su momento confirmada por el Tribunal 

Administrativo de Sucre, mediante providencia del 19 de septiembre de 2014, en la 

cual se dispuso el reintegro del señor RAFAEL EDUARDO SIERRA NARVAEZ, a 

su cargo y el pago de todos los emolumentos laborales como son. “…salarios, 

prestaciones sociales, con los incrementos de ley, indexación de la condena de 
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mora e intereses de mora entre la fecha de ejecutoria y el pago efectivo de la 

condena”.  

En el caso de marras el señor RAFAEL EDUARDO SIERRA NARVAEZ, mediante 

apoderado judicial solicitó que se libre mandamiento de pago a su favor y contra la 

Contraloría General del Departamento de Sucre, por valor de treinta y un millones 

ciento dos mil novecientos setenta y seis pesos ($31.103.966), que afirma 

corresponden al pago de la “indexación (salarios y prestaciones sociales) e 

intereses moratorios, desde la fecha de ejecutoria de la sentencia condenatoria 

hasta la fecha de realización del pago parcial realizado por la Gobernación del 

Departamento de Sucre”, efectuado mediante la Resolución No. 1479 del 2016. 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de un documento suscrito por 

la Promotora del Acuerdo de Reestructuración de Pasivo de la Gobernación del 

Departamento de Sucre, se pronunció respecto al cumplimiento de las Sentencias 

Condenatorias proferidas en contra de la Contraloría General del Departamento de 

Sucre, en virtud de los procesos iniciados con anterioridad o en ocasión  hechos 

anteriores al Acuerdo de Reestructuración de Pasivos suscrito por la Gobernación 

del Departamento el día 06 de octubre de 2009. 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, mediante oficio del 14 de octubre de 

2014, profirió el Concepto Radicado No 1-2014-057347, a través del cual la 

Dirección de Apoyo fiscal de ese Ministerio, deja sentada su posición, en el sentido 

que en virtud de lo dispuesto en la leyes 617 de 2000 y 550 de 1999, las entidades 

públicas sometidas a procesos de saneamiento fiscal, se encuentra excluidos de la 

aplicación del principio presupuestal de especialidad, consagrado en el artículo 18 

del Estatuto Orgánico de Presupuesto. Y Agrega el Ministerio, que los entes de 

Control hacen parte del presupuesto central de la entidad, (caso de la Contraloría 

General del Departamento de Sucre), y por tal motivo, aplicando el principio de 

INTEGRALIDAD ( inciso 1° del artículo 11 del Decreto 192 de 2001), la entidad 

Territorial puede comprometer el pago de los pasivos de sus Órganos de 

Control. (Subrayado fuera de texto). 

En este sentido el Departamento de Sucre debe hacer el pago de las deudas 

judiciales de la Contraloría General del Departamento de Sucre, en virtud de que el 

programa de saneamiento fiscal y financiero en que se encuentra sometido el 

Departamento de Sucre, Acuerdo de Restructuración de Pasivos, constituye  una 

excepción al principio  de especialidad artículo 18 de Estatuto Orgánico de 

Presupuesto, en virtud del cual ante la inexequibilidad del artículo 3 de la ley 1416 

de 2010, La Gobernación del Departamento de Sucre debe asumir estas 

obligaciones por hacer parte de sus gastos de funcionamiento y tener el deber de 

haberlas apropiado en la sección presupuestal respectiva. 

 

Por otro lado y en consecuencia de que las sentencias proferidas por estas 

instancias judicial, condenando a este entidad de control, sus hechos son  anteriores 

al acuerdo de restructuración de pasivos, estas son reconocidas y deben ser 

pagadas por el Departamento de Sucre, tal como se estableció en los puntos 
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anteriores, como quiera que ellas hacen parte de ese acuerdo, lo que nos indica 

teniendo en cuenta la ley 550 de 1999 Cuando las entidades territoriales se 

acojan o suscriban procesos de reestructuración de pasivos en los términos 

de la Ley 550 de 1999, según lo dispuesto en el artículo 58 numeral 13 de la 

citada ley, durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración, 

no hay lugar a iniciar procesos de ejecución y embargo de recursos públicos 

y los que estén en curso se suspenden de pleno derecho.(Negrillas y subrayado fuera 

de texto). 

Norma que fue declarada exequible a través de Declarado Exequible Sentencia 

Corte Constitucional 493 de 2002  que establece. “En síntesis, la decisión 

adoptada en el numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 hace parte del principio 

de libertad de configuración legislativa en materia económica, contiene 

medidas razonables y proporcionadas de dirección económica del Estado y 

apunta en la misma dirección en que fue concebida la ley de la cual hace parte: 

lograr la reactivación económica; proteger la función social de la empresa; 

facilitar la prestación de los servicios y el cumplimiento de las funciones a 

cargo de las entidades territoriales, y propender por el desarrollo armónico de 

las regiones. Por lo tanto, la Corte estima que los cargos formulados contra la 

norma acusada no están llamados a prosperar y, en consecuencia, declarará 

su exequibilidad”. (Negrillas fuera de texto). 

De otro lado resulta muy importante resaltar, que las condiciones de pago de los 

pasivos ciertos y contingentes del Acuerdo de Restructuración de Pasivos suscrito 

por la Gobernación de Sucre y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se 

acordaron el 06 de octubre de 2009, donde se incluyeron las acreencias laborales 

de la Contraloría General del Departamento de Sucre. Lo anterior demuestra 

claramente que las obligaciones del pago de estas acreencias por parte de la 

Gobernación de Sucre no se originaron en virtud de la Ley 1416 de 2010, toda vez 

que estas son anteriores a dicha Norma, por lo que no puede aplicarse en este caso 

la inexequibilidad del artículo 3° de la Ley 1416 de 2010, dado que los hechos 

materia del proceso ejecutivo son anteriores a la promulgación de esta Norma.  

Siendo así podemos concluir que en este caso no aplica la Ley 1416 de 2010, y por 

consiguiente; tampoco puede aplicar la Inexequibilidad declarada del artículo 3° en 

la Sentencia 643 adiada 23 de agosto de 2012. Reafirmándose entonces con lo 

anterior que la obligación que descansa en la Gobernación de Sucre de asumir los 

pagos de las sentencias judiciales anteriores u originadas por hechos anteriores al 

Acuerdo de Reestructuración de Pasivos, acordadas el 06 de octubre de 2009, no 

se desprende de la Ley 1416 de 2010, sino del Acuerdo mismo, en aplicación del 

principio de Integralidad de los Programas de Saneamiento Fiscal y Financiero. 

De lo dicho se desprende que la autonomía presupuestal de que gozan los órganos 

de control no es absoluta sino relativa, por lo que en virtud del principio de 

Integralidad, esbozado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la acreencia 

judicial del señor RAFAEL EDUARDO SIERRA NARVAEZ, hacen parte integral del 

3

http://normograma.sena.edu.co/docs/ley_0550_1999_pr001.htm#58
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6947#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6947#1


 

  
 

Página 4 de 10 

acuerdo de reestructuración de pasivos suscrito por la Gobernación del 

Departamento de Sucre, en ningún caso podrán cancelarse por fuera del marco de 

la ley 550 de 1999, toda vez que estas fueron objeto de negociación dentro del 

mismo. 

Como se puede observar el Departamento de Sucre, por ley debía hacer el pago de 

las deudas judiciales de la Contraloría General del Departamento de Sucre, en virtud 

del programa de saneamiento fiscal y financiero en que se encuentra sometido el 

Departamento de Sucre, Acuerdo de Restructuración de Pasivos en los términos de 

la Ley 550 de 1999. 

Ahora bien, el acuerdo de restructuración de pasivo en su cláusula 10 

PARÁGRAFO 2, establece lo siguiente. “Las sentencias, tutelas, fallos y demás 

providencias judiciales se pagarán conforme al acuerdo atendiendo las siguientes 

reglas: 

1. Sólo se pagará la pretensión principal de las obligaciones cuya fuente sea una providencia 

judicial proferida en juicio ordinario constitutivo o declarativo, sin que exista lugar al pago de 

intereses por mora, remuneratorios, actualizaciones, indexaciones, indemnizaciones o 

sanciones incluyendo la sanción de la Ley 244 de 1995. Tampoco se reconocerán pagos de 

costas ni agencias en derecho. 

2. Las obligaciones cuyo origen sea una providencia judicial proferida con posterioridad al inicio 

de la promoción del acuerdo de reestructuración de pasivos, respecto de hechos u omisiones 

acontecidos con anterioridad al inicio de la promoción, se estarán para su pago, a las reglas 

contenidas en el presente acuerdo y en tal sentido recibirán el mismo tratamiento 

contemplado en el numeral 1º  

3. Las obligaciones cuyo pago fue intentado a través de procesos ejecutivos y dentro de los 

cuales se haya o no proferido una providencia condenando al departamento o se haya 

reconocido a favor del acreedor ejecutante intereses remuneratorios, moratorios, 

reliquidaciones, indexaciones, actualizaciones, costas y agencias en derecho, sólo será 

objeto de pago el capital adeudado una vez descontado el valor del título judicial entregado, 

es decir, se atenderá la regla contenida en el numeral 1º. 

4. Las obligaciones cuyo cobro fue intentado a través de un proceso ejecutivo, en el cual el 

titulo ejecutivo sea una sentencia judicial el pago se realizará atendiendo la regla contenida 

en el numeral 1º.  

5. Los fallos de tutela referidos a obligaciones causadas con anterioridad a la fecha de 

iniciación de la promoción del acuerdo de reestructuración de pasivos o, a la afectación de 

derechos cuyo incumplimiento o violación se haya verificado o haya iniciado con anterioridad 

a la misma fecha, independientemente de la época para la que  se profieran, seguirán para 

su pago la regla establecida en el numeral 1º, guardando en todo, armonía con el contenido 

del acuerdo de reestructuración de pasivos, en aplicación del principio constitucional de 

igualdad y los principios de solidaridad, preferencia, universalidad y colectividad que 

gobiernan los acuerdos de reestructuración de pasivos. 

De lo anterior se puede apreciar que las sentencias tutelas, fallos y demás 

providencias judiciales se pagarán, sin que exista lugar al pago de intereses por 

mora, remuneratorios, actualizaciones, indexaciones, indemnizaciones o sanciones 

incluyendo la sanción de la Ley 244 de 1995. Tampoco se reconocerán pagos de 

costas ni agencias en derecho. 
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En cuanto a la indexación establecida en el artículo 178, establecida en el  anterior 

código contencioso administrativo y en lo relativo al pago de los intereses moratorios 

preceptuados en el artículo 178 del mismo código; conceptos que fueron ordenados 

en el numeral SEXTO Y SEPTIMO de la parte resolutiva en la sentencia 

condenatoria de primera instancia de fecha 31 de octubre de 2013, proferida por el 

Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión del Circuito de Sincelejo la cual 

fue confirmada posteriormente en segunda instancia por el Tribunal Administrativo 

de Sucre, mediante providencia del 19 de septiembre de 2014, deben someterse a 

los parámetros establecido en el acuerdo de Reestructuración de pasivos de la 

Gobernación de Sucre que es ley para la partes. 

Que la cláusula tercera del mencionado acuerdo establece que lo dispuesto por los 

artículos 4° y 34° de la ley 550 de 1999, establece una obligatoriedad al 

cumplimiento del mismo tanto del departamento de Sucre como de sus acreedores, 

incluyendo a quienes no haya participado en la negociación del Acuerdo, o que 

habiéndolo hecho, no haya consentido él, conforme con el parágrafo 3° del artículo 

34 de la ley 550 de 1999, tratándose del Departamento, el mismo se entiende 

legalmente obligado a la celebración y ejecución de los actos administrativos de sus 

Órganos de Control que se requiera para cumplir con las obligaciones contenidas 

en el acuerdo. 

La apoderada de la parte ejecutante con sus actuaciones procesales ha demostrado 

mala fé, puesto que ella como nadie más, tiene conocimiento de todo el proceso de 

reestructuración de pasivos del DEPARTAMENTO DE SUCRE, donde están 

incluidas sus acreencias tal como se muestra en el acta de notificación y del acto 

administrativo (Resolución No. 1479 del 2016), por medio el cual se le reconocen 

y paga la sentencia, aceptándolos a conformidad con el acuerdo que reconoce el 

pago de la pretensión principal y no de otras pretensiones como intereses corrientes 

o moratorios,  generando obligación entre las partes no pudiéndose iniciar  proceso 

de ejecución alguno, mucho menos embargos de los recursos públicos a tal punto 

que los embargos que estén en curso  contra la entidad se deben suspender como 

así lo estipula la cláusula 38 del acuerdo de restructuración de pasivos la cual nos 

remite al numeral 2do del artículo 34 de  la Ley 550 de 1999.  

“…Artículo 34. Efectos del acuerdo de reestructuración. Como consecuencia de la 
función social de la empresa los acuerdos de reestructuración celebrados en los 
términos previstos en la presente ley serán de obligatorio cumplimiento para el 
empresario o empresarios respectivos y para todos los acreedores internos y 
externos de la empresa, incluyendo a quienes no hayan participado en la 
negociación del acuerdo o que, habiéndolo hecho, no hayan consentido en él, y 
tendrán los siguientes efectos legales:  
 
Numeral 2. El levantamiento de las medidas cautelares vigentes. 
 
Artículo 58. Acuerdos de reestructuración aplicables a las entidades territoriales. 
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Numeral 13. Durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración, 
se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las acciones 
respecto de los créditos a cargo de la entidad territorial, y no habrá lugar a la 
iniciación de procesos de ejecución ni embargos de los activos y recursos de la 
entidad. De hallarse en curso tales procesos o embargos, se suspenderán de pleno 
derecho”.  
  
Hay que resaltar que en  cuanto a los intereses causados bien sean corrientes o 

moratorios, el acuerdo de restructuración de pasivos del DEPARTAMENTO DE 

SUCRE y donde están incluidas las acreencias de la CONTRALORÍA GENERAL 

DEL DEPARTAMENTO DE SUCRE, no permite el pago de los intereses, según lo 

establecido en la Cláusula 10, PARAGRAFO 2do. Numeral 1ero del mencionado 

acuerdo, situación que fue aceptado en su momento por parte de la 

apoderada del ejecutante al notificarse del acto administrativo en donde 

se reconocen y ordenan el pago de una sentencia judicial mediante acto 

administrativo que no fue controvertido ni mucho menos fueron 

interpuesto los recurso de vía gubernativa por parte de la apoderada de 

la parte ejecutante, muy a pesar que la Resolución No. 1479 del 2016, 

en su artículo SEXTO de su parte resolutiva, establece: 

“…ARTÍCULO SEXTO: Contra la presente Resolución procede el 

recurso de reposición dentro de los diez (10) siguientes a la 

notificación de acuerdo al artículo 76 del código de procedimiento 

administrativo y de lo contencioso administrativo”.    

Quedando en firme y ejecutoriado el acto administrativo (Resolución No. 
1479 del 2016), lo que hace que goce de presunción de legalidad, 
aunado a que tampoco se impetraron demanda de simple nulidad y/o 
nulidad y restablecimiento del derecho en contra del acto administrativo 
en mención.  

 
Que la liquidación presentada por la parte ejecutante por valor de $ 31.102.966, 

conforme con lo solicitado en la demanda ejecutiva y que es el sustento del 

mandamiento de pago, no deviene de una aprobación de un órgano judicial 

competente, sino de una mera información presentada por el ejecutante, no 

atendiendo lo establecido en el acuerdo en su cláusula 10 PARÁGRAFO 2, 

encontrándose la liquidación presentada por la parte ejecutante por valor de $ 

31.102.966,  por fuera de lo establecido en el acuerdo de reestructuración de 

pasivos celebrados entre el departamento de Sucre y sus acreedores con base la 

ley 550 de 1999. 

De lo anterior se puede colegir que la presente obligación presentada por la parte 

ejecutante por valor de $ 31.102.966, conforme con lo solicitado en la demanda 

ejecutiva laboral es inexistente y por ende se hace inexigible.    
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2.- LA QUE SE FUNDAN POR INEMBARGABILIDAD DE LAS CUENTAS 

DE LOS ENTES TERRITORIALES POR PROCESOS DE 

REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS LEY 550 DE 1999. 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a través de un documento suscrito por 

la Promotora del Acuerdo de Reestructuración de Pasivo de la Gobernación del 

Departamento de Sucre, se pronunció respecto al cumplimiento de las Sentencias 

Condenatorias proferidas en contra de la Contraloría General del Departamento de 

Sucre, en virtud de los procesos iniciados con anterioridad o en ocasión  hechos 

anteriores al Acuerdo de Reestructuración de Pasivos suscrito por la Gobernación 

del Departamento el día 06 de octubre de 2009. 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, mediante oficio del 14 de octubre de 

2014, profirió el Concepto Radicado No 1-2014-057347, a través del cual la 

Dirección de Apoyo fiscal de ese Ministerio, deja sentada su posición, en el sentido 

que en virtud de lo dispuesto en la leyes 617 de 2000 y 550 de 1999, las entidades 

públicas sometidas a procesos de saneamiento fiscal, se encuentra excluidos de la 

aplicación del principio presupuestal de especialidad, consagrado en el artículo 18 

del Estatuto Orgánico de Presupuesto. Y Agrega el Ministerio, que los entes de 

Control hacen parte del presupuesto central de la entidad, (caso de la Contraloría 

General del Departamento de Sucre), y por tal motivo, aplicando el principio de 

INTEGRALIDAD (inciso 1° del artículo 11 del Decreto 192 de 2001), la entidad 

Territorial puede comprometer el pago de los pasivos de sus Órganos de 

Control. (Subrayado y negrillas fuera de texto). 

 

En este sentido el Departamento de Sucre debe hacer el pago de las deudas 

judiciales de la Contraloría General del Departamento de Sucre, en virtud de que el 

programa de saneamiento fiscal y financiero en que se encuentra sometido el 

Departamento de Sucre, Acuerdo de Restructuración de Pasivos, constituye  una 

excepción al principio  de especialidad artículo 18 de Estatuto Orgánico de 

Presupuesto, en virtud del cual ante la inexequibilidad del artículo 3 de la ley 1416 

de 2010, La Gobernación del Departamento de Sucre debe asumir estas 

obligaciones por hacer parte de sus gastos de funcionamiento y tener el deber de 

haberlas apropiado en la sección presupuestal respectiva. 

 

Por otro lado y en consecuencia de que las sentencias proferidas por estas 

instancias judicial, condenando a este entidad de control, sus hechos son  anteriores 

al acuerdo de restructuración de pasivos, estas son reconocidas y deben ser 

pagadas por el Departamento de Sucre, tal como se estableció en los puntos 

anteriores, como quiera que ellas hacen parte de ese acuerdo, lo que nos indica 

teniendo en cuenta la ley 550 de 1999 Cuando las entidades territoriales se 

acojan o suscriban procesos de reestructuración de pasivos en los términos 

de la Ley 550 de 1999, según lo dispuesto en el artículo 58 numeral 13 de la 

citada ley, durante la negociación y ejecución del acuerdo de reestructuración, 

no hay lugar a iniciar procesos de ejecución y embargo de recursos públicos 
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y los que estén en curso se suspenden de pleno derecho. (Subrayado y negrillas 

fuera de texto). 

Norma que fue declarada exequible a través de Declarado Exequible Sentencia 

Corte Constitucional 493 de 2002  que establece. “En síntesis, la decisión 

adoptada en el numeral 13 del artículo 58 de la Ley 550 hace parte del principio 

de libertad de configuración legislativa en materia económica, contiene 

medidas razonables y proporcionadas de dirección económica del Estado y 

apunta en la misma dirección en que fue concebida la ley de la cual hace parte: 

lograr la reactivación económica; proteger la función social de la empresa; 

facilitar la prestación de los servicios y el cumplimiento de las funciones a 

cargo de las entidades territoriales, y propender por el desarrollo armónico de 

las regiones. Por lo tanto, la Corte estima que los cargos formulados contra la 

norma acusada no están llamados a prosperar y, en consecuencia, declarará 

su exequibilidad” (negrillas fuera de texto). 

 

III. PRETENSIONES 

Así las cosas, considero que está debidamente justificada la defensa que se hace 

en relación a la Entidad que representó y en consecuencia, no deben prosperar las 

pretensiones consagradas en el mandamiento de pago. 

Por las razones expuestas solicito la REVOCATORIA DEL AUTO DE 

MANDAMIENTO DE PAGO de fecha 15 de julio de 2021 del proceso de la 

referencia. 

Su señoría teniendo en cuenta lo planteado en la presente excepción, le solicito muy 

respetuosamente que en virtud del ejercicio de sus funciones legales y 

constitucionales ejerza el control de legalidad establecido en el artículo 132 Código 

General del Proceso el cual establece:  

“…Artículo 132. Control de legalidad. Agotada cada etapa del proceso el juez deberá 

realizar control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u 

otras irregularidades del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se 

podrán alegar en las etapas siguientes, sin perjuicio de lo previsto para los recursos de 

revisión y casación”.  

Lo anterior para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras 

irregularidades dentro del presente proceso, toda vez que en la ley de 550 de 1990 

de Reestructuración de pasivos, no se puede cobrar indexación e intereses 

corrientes y moratorios; cobrarlos se convertiría en una conducta violatoria de una 

norma especial de rango constitucional constituyéndose una posible violación de la 

norma sustancial que se conoce con el nombre de Defecto material o sustantivo, 

como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o 

inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los 

fundamentos y la decisión. 
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En la jurisprudencia constitucional se ha definido que el defecto material o sustantivo 

se produce cuando el funcionario judicial de la causa toma una decisión con 

fundamento en normas inexistentes, inconstitucionales o inaplicables al caso 

concreto, lo que genera una contradicción evidente entre los fundamentos y la 

decisión. 

En efecto, la Corte Constitucional en sentencia SU-159/02, con ponencia del doctor 

Manuel José Cepeda Espinosa, adujo que el defecto material o sustantivo  

“… opera cuando la decisión que toma el juez desborda el marco de acción que 

la Constitución y la ley le reconocen al apoyarse en una norma evidentemente 

inaplicable al caso concreto, bien sea, por ejemplo (i) porque ha sido derogada 

y ya no produce ningún efecto en el ordenamiento jurídico, (ii) porque ella es 

claramente inconstitucional y el funcionario se abstuvo de aplicar la excepción 

de inconstitucionalidad, (iii) porque su aplicación al caso concreto es 

inconstitucional, (iv) porque ha sido declarada inexequible por la propia Corte 

Constitucional o, (v) porque, a pesar de estar vigente y ser constitucional, no se 

adecua a la circunstancia fáctica a la cual se aplicó, porque a la norma aplicada, 

por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por 

el legislador…” 

Ahora, emitir el juez auto que se sea violatorio y contrario a lo estipulado a la 

norma sustancial estaría rayando en una conducta penal que se tipifica como 

PREVARICATO POR ACCIÓN. 

Luego cuando un abogado induzca en error a un juez para obtener sentencia 

contraria a la ley, esta conducta se constituiría en el tipo penal de FRAUDE 

PROCESAL, fuera de las responsabilidades establecidas en la Comisión 

Nacional de Disciplina Judicial.  

 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

En derecho me fundamento en los artículos 438, y s.s. del Código General del 

Proceso. 

 

V. PRUEBAS Y ANEXOS 

Solicito se tengan como pruebas: 

1. Copia de la Resolución No. 1479 del 2016, mediante la cual se reconoce y 

se ordena el pago de sentencia judicial al señor RAFAEL EDUARDO 

SIERRA NARVAEZ. 

 

2. Copias de los pagos realizados por la Gobernación del Departamento de 

Sucre en cumplimiento de lo ordenado en la Resolución No. 1479 del 2016, 

mediante la cual se reconoce y se ordena el pago de sentencia judicial al 

señor RAFAEL EDUARDO SIERRA NARVAEZ. 
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3. Copia del concepto rendido por el ministerio de hacienda y crédito público, a 

través del cual la Dirección de Apoyo Fiscal de la entidad, manifestó la 

posibilidad de que los pasivos de los órganos políticos hagan parte de los 

acuerdos de reestructuración de pasivos. 

 

 

4. Copias de las actas de elección, posesión y de la cédula del doctor JORGE 

VICTOR BELEÑO BAGGOS. 

 

5. Poder debidamente conferido con sus respectivos acusos de envió y de 

recibido, en cumplimiento del decreto 806 de 2020.  

 

 

VI. NOTIFICACIONES 

Para efectos de notificación se recibirán en la calle 20 No.20-47 Edificio La Sabanera. 4 

Piso, de Sincelejo, Sucre y en la secretaria del Juzgado. 

Email: notificaciones_judiciales@contraloriasucre.gov.co 

Email: rafael_hernandez@contraloriasucre.gov.co 

A la apoderada del ejecutante se le puede notificar en el siguiente correo electrónico: 

Email: naysa-velilla@hotmail.com 

Teléfono: (035) 271 41 38. 

 

Su señoría, se deja constancia que se le da traslado de este recurso al correo electrónico 

de notificaciones judiciales de la apoderada de la parte ejecutante en virtud del decreto 806 

del 2020. 

 

De usted, atentamente; 

 

RAFAEL ALFONSO HERNANDEZ VERGARA. 
Profesional Universitario Grado 04. 
C.C. N° 92.530.170 DE Sincelejo. 
T.P. N° 176.167 del C.S. de la J. 
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Muy buenas tardes, Dra. Naysa Velilla, por medio de la presente le doy traslado de Recurso de Reposición del proceso ejecutivo de la referencia.

Adjunto archivo con sus respectivos anexos.

Le agradezco me envié acuse de recibido.

atentamente,

--  
 

RAFAEL ALFONSO HERNANDEZ VERGARA.
Asesor Jurídico 
Controlaría Departamental  de Sucre 
Calle: 20 Nº 20 – 47 Antiguo Edificio la Sabanera 
Tel: 5- 2714138
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